Resumen
Como es sabido, el Código Civil y Comercial de la Nación (CCyCN), de conformidad con la Ley Nacional de Salud Mental (LSM), prohíbe la declaración de incapacidad civil o de sus restricciones por la sóla existencia de un diagnóstico en el campo de la salud mental y establece que la intervención estatal, tanto en el tratamiento como en el proceso judicial, debe ser siempre de carácter interdisciplinario y priorizar las alternativas terapéuticas menos restrictivas de derechos y libertades (art. 31, inc. c, CCyCN).
En este sentido, la presente ponencia busca indagar de manera exploratoria algunas de las relaciones que se dan entre los dictámenes de los equipos interdisciplinarios y la producción de subjetividades, teniendo en cuenta el carácter político y constitutivo del discurso médico y jurídico. Solo una vez esbozadas estas relaciones se procederá a analizar las implicancias de esta conceptualización en la conformación de estructuras sociales.
En cuanto a la metodología de investigación empleada, los resultados preliminares que se reflejan en esta ponencia parten de una primera etapa cuantitativa de revisión y relevamiento de datos a partir de las sentencias dictadas entre el primero de agosto de 2017 y de agosto de 2019 en la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, publicadas en el Centro de Información Judicial (CIJ); y de una segunda etapa de análisis de discursos jurídicos entendidos como prácticas de poder donde se juega la legitimación del poder y la institucionalización de distintos saberes.

I. Introducción
El objetivo de esta ponencia es analizar las rivalidades entre las diferentes formas de competencia profesional que se dan en el campo de la capacidad jurídica en su trabajo específico de interpretación de una serie de “textos jurídicos” (normas, reglamentos, decretos, obras) referidos al objeto “interdisciplina”, sin por ello negar la complementariedad de sus funciones, sino antes bien reconociendo su existencia como base de una sutil forma de división del trabajo jurídico de dominación simbólica. Aproximarse a las implicancias prácticas de esta noción es de interés estratégico, toda vez que los discursos médico y jurídico tienen el poder de producir efectos prácticos de vital importancia para la vida de cada ciudadane, en virtud del carácter esencial de los derechos que pueden verse afectados y de sus consecuencias en la convivencia social.
La pregunta que se intenta responder en este apartado no es, por tanto, “¿Qué particularidades debe revestir un abordaje para ser caracterizado como tal?”, sino ¿Qué conjunto de soluciones “propiamente jurídicas” proponen los distintos profesionales del derecho en función de su posición relativa en el campo y de sus capitales específicos frente a la problemática que suscita el carácter interdisciplinario que, según diversos textos jurídicos, debe asumir la intervención estatal en el marco del proceso judicial? ¿Qué implicancias prácticas tienen en los procesos de determinación de la capacidad jurídica? El propósito es superar la oposición excluyente entre una visión internalista o externalista del derecho,  

Marco teórico-metodológico
Como es sabido, el Código Civil y Comercial de la Nación (CCyCN), de conformidad con la Ley Nacional de Salud Mental (LSM), establece que la intervención estatal sobre la persona, tanto en el tratamiento como en el proceso judicial, debe ser siempre de carácter interdisciplinario y priorizar las alternativas terapéuticas menos restrictivas de derechos y libertades (art. 31, inc. c, CCyCN)[footnoteRef:0]; y, prohíbe, en este sentido, la declaración de incapacidad civil y/o cualquier restricción a la capacidad por la sóla existencia de un diagnóstico en el campo de la salud mental.  [0:  El inc. c), art.31, CCyCN dice textualmente: “la intervención estatal tiene siempre carácter interdisciplinario, tanto en el tratamiento como en el proceso judicial”. Esta ponencia se centra en las intervenciones estatales en el proceso judicial, específicamente en el marco de los procesos de determinación de la capacidad civil que tuvieron lugar en la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires entre el 01/08/2017 y el 01/08/2019. . El art. 8 de la LSM, en efecto, establece que debe promoverse que “la atención en salud mental esté a cargo de un equipo interdisciplinario integrado por profesionales, técnicos y otros trabajadores capacitados con la debida acreditación de la autoridad competente. Se incluyen las áreas de psicología, psiquiatría, trabajo social, enfermería, terapia ocupacional y otras disciplinas o campos pertinentes”. La nota distintiva de este decreto es que establece que cada jurisdicción definirá las características óptimas de conformación de sus equipos, de acuerdo a las necesidades y particularidades propias de la población; y que, en aquellas jurisdicciones en donde aún no se han desarrollado equipos interdisciplinarios, será la Autoridad de Aplicación (esto es, el Ministerio de Educación de la Nación), en conjunto con las autoridades locales, la encargada de confeccionar programas tendientes a la conformación de los mismos. De este modo, no es posible caracterizar,  a priori, las características que asumirán los equipos interdisciplinarios (su conformación), puesto que surgirán de la conjunción entre la Autoridad de Aplicación y las autoridades de la jurisdicción que se tratare. Asimismo, establece que será esta quien tenga la obligación de relevar aquellas profesiones y disciplinas vinculadas al campo de la salud mental y de desarrollar acciones tendientes a fomentar la formación y acreditación de recursos humanos en todo el país. ] 

Un campo puede ser definido, en términos analíticos, como una configuración de relaciones objetivas entre posiciones que se definen objetivamente en su existencia y en las determinaciones que imponen a sus ocupantes, ya sean estos agentes o instituciones, por su situación (situs) actual y potencial de la estructura de la distribución de las diferentes formas de poder (o de capital) (Bourdieu, 1995). El campo jurídico, en este sentido, se encuentra doblemente determinado: en primer lugar, por las relaciones de fuerza específicas que le confieren su estructura y que orientan las luchas o los conflictos de competencias que se dan en él; y, en segundo lugar, por la lógica interna de las acciones jurídicas que limitan en cada momento el espacio de lo posible y con ello el universo de soluciones propiamente jurídicas. Así, las luchas que se dan al interior del campo jurídico implican una división del trabajo jurídico, y la perspectiva adoptada aporta elementos teóricos importantes para comprender cuáles son las raíces de la rivalidad y el antagonismo entre agentes que conforman dicho campo y que se desempeñan en diferentes áreas de actividad. Se trata de rivalidades entre diferentes formas de competencia profesional que son, al mismo tiempo, antagonistas y complementarias; que funcionan como formas de capital específico y se encuentran asociadas a posiciones diferentes en el campo, posiciones que se jerarquizan de diversas maneras según las épocas[footnoteRef:1]. En otras palabras, los agentes investidos de competencias, tanto sociales como técnicas, reconocidas socialmente para interpretar y aplicar un cuerpo de textos que al intentar consagran la visión legítima del mundo social al disputarse el "monopolio del derecho a decir el Derecho". [1:  Dice textualmente Bourdieu: "El antagonismo entre los detentadores de los diferentes tipos de capital jurídico, que usan intereses y visiones muy diferentes en su trabajo específico de interpretación, no excluye la complementariedad de sus funciones y de hecho sirve como base de una forma sutil de división del trabajo de dominación simbólica en la cual los adversarios, objetivamente cómplices, se ayudan mutuamente". Otras formas de enfrentamiento se dan, por ejemplo, entre los jueces y otros miembros del poder judicial, y los abogados litigantes.] 

En este sentido es posible identificar analíticamente una división del trabajo jurídico de dominación simbólica entre los “teóricos”, que se dedican a la pura construcción doctrinal, de los “prácticos”, que se preocupan exclusivamente por su aplicación. Tanto los profesores como las distintas clases de jueces detentan, en diferente grado, el poder de explotar la polisemia y anfibología de las fórmulas jurídicas y con ello, mediante diferentes estrategias y procedimientos, de extraer el máximo partido de la elasticidad de la ley, e incluso de alguna de sus contradicciones, lagunas e ambigüedades[footnoteRef:2].   [2:  ] 

Para comprender cómo se determinan las prácticas de las distintas clases de operadores jurídicos, cuyas posiciones en ese campo se definen mediante la estructura actual de distribución de las diferentes especies de poder (o de capital) y también por sus relaciones objetivas con otras posiciones (superior, inferior, homólogo, auxiliar, permanente), se rechaza que estas sean susceptibles de ser explicadas en función de un sistema autorreferente y una racionalidad interna que determine la lógica de producción y reproducción del texto jurídico (y así la ilusión de explicar y de producir lo jurídico a partir de lo jurídico -tal como sostiene el legalismo-, sino a partir de incorporar al análisis de estas prácticas la coerción que el campo jurídico -que, por otra parte, también es susceptible de ser pensado como un mercado de producción discursiva- ejerce vía previsión de beneficios anticipados (ya sea mediante la forma de autocensura o de petición) al condicionar tanto la forma como el contenido del discurso jurídico. Como sostiene Bourdieu, “al lado de la norma expresa y explícita o del cálculo racional, hay otros principios generadores de las prácticas”.
En este sentido, uno de los principios generadores de prácticas está dado por los habitus de las distintas clases de operadores jurídicos. El habitus puede ser definido un sistema de disposiciones duradero, de “estructuras estructuradas y estructurantes” con la doble tarea de producir prácticas y producir la capacidad de apreciación de esas prácticas, socialmente adquiridas como producto de las estructuras (del entorno físico y afectivo, de la familia y la escuela, de las condiciones materiales de existencia y de la clase) relacionadas entre sí[footnoteRef:3]; y que son, al mismo tiempo, el principio que organiza todas las apreciaciones y actuaciones, de manera que condicionan, determinan u orientan las prácticas de los agentes de acuerdo a ese esquema, de manera sistemática y universal-.  [3:  De allí que el proceso de formación que tiene lugar en las universidades juega un papel fundamental en ello, ya que ahí se adquieren las competencias necesarias para el ingreso al campo de las profesiones jurídicas. ] 

Adoptar esta perspectiva teórico-metodológica no implica, en modo alguno, desestimar las condiciones formales que determinan la producción del discurso jurídico (ni los efectos de apriorización que en ella se inscriben), sino reconocer que la forma y el contenido del discurso jurídico dependen, en buena medida, del grado de rigor de las sanciones que se aplican en el campo jurídico (por ejemplo, mediante la revocación total o parcial de una sentencia de grado por parte de la Cámara o la desestimación de los agravios expuestos, en relación con el Ministerio Público de la Defensa) y de su relación con los habitus de las distintas clases de profesionales del derecho que pueden ser ellos mismos el resultado de las sanciones del campo. En efecto, toda producción simbólica debe ser tratada en el juego de su aparición, por lo que los discursos jurídicas presentes en los procesos judiciales de ampliación o restricción de la capacidad jurídica no deben estudiarse solamente a partir de sus formas jurídicas como simples “indicadores de estructuras sociales”, sino como “técnicas específicas del campo más general de los demás procedimientos de poder” (Foucault, 1975, p., 24). 
Ahora bien, ¿de qué manera es posible analizar empíricamente las rivalidades entre las diferentes formas de competencia profesional que se dan en el campo jurídico en su trabajo específico de interpretación de “textos jurídicos” (normas, reglamentos, decretos, obras) referidos al objeto “interdisciplina”, ya sea como prueba en el proceso judicial o como modalidad de abordaje en la atención en salud mental? 
Como primera aproximación, cabe apuntar que las condiciones necesarias para ingresar y permanecer en el campo jurídico son el dominio de la retórica jurídica, junto al dominio de los conocimientos especializados, los recursos jurídicos acumulados por las distintas generaciones, el modo de pensar y de actuar consagrados por el canon jurídico. Así, la posición diferencial que ocupan los distintos agentes que conforman en el campo jurídico en función de la estructura y volumen actual de sus capitales hace que las luchas simbólicas que se dan entre profesionales del derecho supongan un juego desigual, por lo que una de las maneras de observar el estado de correlación de fuerzas sea a partir de las sentencias de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil. Como señala Bourdieu, “la Justicia organiza no sólo las instancias judiciales y sus poderes según una estricta jerarquía, y por tanto también las decisiones y las interpretaciones que se autorizan mediante ellas, sino también las normas y las fuentes que otorgan autoridad a esas decisiones”, (Pierre Bourdieu, Ob. Cit.,  P. 163.). 
La sentencia no sólo permite observar la interpretación que los jueces hacen respecto del diagnóstico y pronóstico; la  época en que la situación se manifestó, de los recursos personales, familiares y sociales existentes, del régimen que consideran adecuado para la protección, asistencia y promoción de la mayor autonomía posible, sino también del dictamen de un equipo interdisciplinario que, de conformidad con el. el art. 37, CCyCN “es imprescindible”. Asimismo, en la medida en que el art. 38, CCyCN establece que el juez debe determinar en la sentencia la extensión y alcance de la restricción a la capacidad jurídica, especificando las funciones y actos que se limitan, señalando sus condiciones de validez, con indicación de la o las personas intervinientes y la modalidad de su actuación, y debiendo una o más personas de apoyo o curadores de acuerdo a lo establecido en el artículo 32 del Código, permite conocer los esquemas de disposiciones prácticos mediante los cuales éstos procuran que la afectación de la autonomía personal sea la menor posible, así como los efectos que inscriben en la configuración de estructuras familiares. Por otro lado, en la medida en que el art. 40, CCyC establece que revisión de la sentencia declarativa puede tener lugar en cualquier momento, a instancias del interesado y que en el supuesto previsto en el artículo 32, la sentencia debe ser revisada por el juez en un plazo no superior a tres años, sobre la base de nuevos dictámenes interdisciplinarios y mediando la audiencia personal con el interesado, permite observar las rivalidades o complicidades existentes entre las distintas clases de jueces y entre aquellos y el Ministerio Público toda vez que este último tiene el deber de fiscalizar el cumplimiento efectivo de dicha revisión judicial e instar, en su caso, a que ésta se lleve a cabo si el juez no la hubiere efectuado en el plazo allí establecido.
En otras palabras, si bien el texto jurídico (la ley, la norma, el reglamento, el decreto) es, por excelencia, el objeto de disputa del campo jurídico por el hecho de que sus posibles usos, interpretación mediante, son una forma de apropiarse de la fuerza simbólica que se encuentra encerrada en él, las luchas libradas por los distintos agentes que conforman el campo jurídico por el capital simbólico no es un elemento menor a la hora definir el estado de relaciones de fuerza lingüística, toda vez que el peso específico de los diferentes agentes depende, en el marco de los procesos judiciales relativos a la determinación de la capacidad jurídica de las personas, del reconocimiento institucional que reciban de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo civil.

Las prácticas discursivas de les jueces. 
La Cámara Nacional de Apelaciones se organiza en distintas Salas.

Sala C
En una sentencia (CNCiv.,  Sala “C”, P. A. J. s/determinación de la capacidad, de julio de 2018), los jueces de la Sala “C” resolvieron de manera unánime revocar la resolución del juez a quo, quien en el entendimiento de que la evaluación interdisciplinaria se encontraba cumplida con un informe expedido por una psiquiatra y una psicóloga, dispuso la readecuación de la sentencia, modificando los alcances de la restricción de capacidad allí dispuesta. Contra este decisorio, se alzó el Defensor de Menores de la instancia de grado, recurso que fue mantenido por la Defensora de Menores e Incapaces de Cámara, argumentando que “el informe remitido por la Institución en la que se halla alojado su defendido resulta insuficiente para suplir la aludida prueba pericial requerida por el Ministerio Público”, y propiciando que se revoque la resolución en cuestión. En este sentido, la Sala señaló que “si bien el informe de fs. 664 fue expedido por una psiquiatra y una psicóloga, aquéllos resultan ser dependientes de la misma Clínica Privada Neuropsiquiatrica donde reside la persona, no cabe asignarle el carácter de dictamen interdisciplinario en los términos del art. 40 del CCCN.” De este modo, dispuso que, en la instancia de grado, “se efectúe la realización previa de una evaluación interdisciplinaria por los profesionales del organismo que a tal efecto corresponda”. Luego de sostener que “...el examen médico legal al igual que el interdisciplinario, constituyen elementos esenciales del procedimiento para poder determinar la capacidad de las personas, respetando de esta manera el debido proceso”[footnoteRef:4], afirma lo siguiente: [4:  Esta cita a su vez, es tomada por la Sala de otra sentencia de la Sala “D” (C., J.A.J. s/ art. 152 ter., del 21/05/2015),  
] 

“la necesidad de la “interdisciplinariedad” impone concluir que ha de partirse, desde ahora, de una composición del cuerpo de peritos no circunscripta a la profesión médica, comprensiva de otras ramas del saber. Para establecer su significado –es decir a quienes comprende- un elemento de juicio de significación lo brinda la vigente ley 26.657. El art. 8°, en efecto propende a que la atención en salud mental esté a cargo de un “equipo interdisciplinario integrado por profesionales técnicos y otros trabajadores capacitados con la debida acreditación de la autoridad competente” y agrega “se incluyen las áreas de psicología, psiquiatria, trabajo social, enfermería, terapia ocupacional y otras disciplinas o campos pertinentes””[footnoteRef:5].  [5:  Esta cita, a su vez, es tomada de Jorge H. Alterini (2016, ob.cit, T° I, pág. 312).] 

Según la Sala C, “es perceptible que el objetivo perseguido por un abordaje interdisciplinario consiste en evitar circunscribir a la psiquiatría lo atinente a la valoración de los presupuestos requeridos por la ley para la restricción a la capacidad y la internación, posibilitando integrar al proceso a profesionales de otras disciplinas...”: 
“Es que “la interdisciplinariedad impuesta por el legislador no constituye una mera acumulación de contribuciones de distintos profesionales (ello supondría, más bien, un abordaje multidisciplinario) sino que comporta una interacción y comunicación de las distintas profesiones tendiente a obtener resultados y objetivos idealmente comunes” (conf. Obra referida y sus citas, pág. 313); con la única limitación que imponen las incumbencias profesionales.” 
Para la Sala “C”, ““el diagnóstico y pronóstico” de la alteración mental o adicción es privativo de la ciencia médica; las demás áreas profesionales a que se refiere el art. 8° de la ley 26.557 –cuya reglamentación aclara que no es una enumeración taxativa- completarán los aspectos vinculados a recursos terapéuticos, rehabilitación, cuidados especiales, contención familiar u otras requeridas para el control o superación del problema. En otro orden, debe asegurarse la imparcialidad del dictamen cuando se trata de la continuidad de la internación, evitando la concurrencia de intereses personales o sectoriales en la decisión”...(conf. Obra citada, pag. 337 y citas allí efectuadas).” 

Sala M	
El caso “C. M, N A s/determinación de la capacidad”, de mayo de 2018, llegó a conocimiento del Tribunal con motivo del recurso de apelación interpuesto por la Defensora de Menores e Incapaces contra la resolución mediante la cual la jueza de primera instancia abrió la causa a prueba y ordenó que se designen por sorteo “tres médicos psiquiatras y un trabajador social para realizar la evaluación interdisciplinaria de la causante”. En su dictamen, la Defensora de la Cámara Civil manifestó que la causante carece de bienes para afrontar los gastos que conlleva la intervención de los profesionales allí mencionados, solicitando que la evaluación interdisciplinaria sea realizada por los profesionales del Cuerpo Médico Forense. 
Al respecto, la Sala puso de resalto que la ley 26.657 incorporó al derogado Código Civil el art. 152 ter, que establecía que las declaraciones judiciales de inhabilitación o incapacidad deberán fundarse en un examen de facultativos conformado por evaluaciones interdisciplinarias, y tendrán efecto por un plazo no mayor a tres años y que “[a]ctualmente, en el nuevo Código Civil y Comercial de la Nación, siguiendo la misma línea argumental, se establece (conf. art.37 in fine) que resulta imprescindible el dictamen de un equipo interdisciplinario a los fines de declarar la restricción al ejercicio de la capacidad jurídica o la inhabilitación de la persona.” En este sentido, recordó lo siguiente: 
“[S]i bien la ley 26.657 no establece el modo en que debe conformarse el grupo de facultativos, a tal fin debe estarse a lo dispuesto por el artículo 8 de dicha normativa, que expresa que: “Debe promoverse que la atención en salud mental esté a cargo de un equipo interdisciplinario integrado por profesionales, técnicos y otros trabajadores capacitados con la debida acreditación de la autoridad competente. Se incluyen las áreas de psicología, psiquiatría, trabajo social, enfermería, terapia ocupacional y otras disciplinas o campos pertinentes.””[footnoteRef:6].  [6:  El subrayado pertenece al original.] 



Otro caso que llegó a conocimiento de la Sala “M” es “C J E s/determinación de la capacidad”, de abril de 2018, con motivo de los recursos de apelación interpuestos por el Curador Público Tutor y por la Defensora Pública de Menores e Incapaces, contra el auto dispuesto por el juez de grado mediante el cual se desestimó su pedido de audiencia en los términos del art. 40 del CCyCN, y se dispuso la realización del informe interdisciplinario por ante el Cuerpo Médico Forense, en los términos de los art. 631 del CPCC y 31, inc. “c” del CCyCN. En su memorial, el curador sostuvo que, de acuerdo al informe realizado por la Defensoría, no existen motivos para someter al causante a un nuevo examen médico, resultando útil y suficiente a los fines de establecer su condición actual para definir su rehabilitación, la audiencia prevista por el art. 40 del Código Civil y Comercial de la Nación. La Defensora de Cámara sostuvo el recurso interpuesto en forma coincidente con el Curador, propiciando la revocatoria del auto en cuestión. 
En su argumentación, la Sala señaló que en los procesos tendientes a la determinación de ejercicio de la capacidad la prueba debe ajustarse a los principios generales previstos en el Código Civil y Comercial de la Nación, en los arts. 31 inc.c, art. 34 a 36, como así también en las normas contempladas en el Título II, Capítulos I a III del Código Procesal; y que, asimismo, cabe tener en cuenta lo establecido por los arts. 8, 13 y concordantes de la ley 26657; el art. 1 del Código Civil y Comercial de la Nación que dispone que los casos deben ser resueltos teniendo en cuenta la Constitución Nacional y los Tratados Internacionales; y el art. 2 que se refiere a las leyes, que deben ser interpretadas teniendo en cuenta sus palabras, sus finalidades y las leyes análogas. Para la Sala, ese conjunto normativo impone lo siguiente:
“[L]a prueba en este tipo de procesos, ya sea para restringir o ampliar el ejercicio de la capacidad de una persona [debe ser] analizada en conjunto, con un criterio amplio, con fundamento en las opiniones de profesionales con incumbencia en materia de salud mental y trabajo social, y con participación del juez en la entrevista personal con la persona interesada. Consecuentemente, la prueba pericial, que en el art. 631 del Código Procesal, actualmente ha sido modificada por la legislación de la ley 26.657, que en su art.8, al mencionar a psiquiatras, psicólogos, trabajadores de servicio social, terapeutas ocupacionales, sin excluir otras, permiten al juez, al curador provisional y también al Defensor de Menores, la visión de distintos profesionales para formar una opinión sobre la necesidad y grados de posible limitación de la capacidad que será evaluada siempre con el conocimiento personal de la persona interesada y sus circunstancias.” 
Finalmente, la Sala resolvió coincidentemente con la juez a quo, afirmando en la sentencia que resulta necesario, a los fines de decidir sobre la rehabilitación peticionada, “contar con el informe interdisciplinario contemplado por el art. 631 del CCC por ser el medio idóneo que exige la ley para determinar el estado psicosocial del causante, además de la audiencia prevista en el art. 40, primer párrafo, del Código Civil y Comercial de la Nación, con la correspondiente intervención del Ministerio Público de la Defensa.” 
Sala J
El caso “V, M N s/determinación de la capacidad” (vigente hasta 13/08/2015) llegó a conocimiento del Tribunal con motivo del recurso de apelación interpuesto por la Defensora de Menores e Incapaces contra la resolución mediante la cual la jueza de primera instancia declaró incapaz a la Sra. M. N. V. en los términos del artículo 32 “in fine” del CCyCN y designó a sus hijos en forma indistinta como sus curadores definitivos, argumentando que el magistrado de grado procedió a dictar sentencia sin respetar las disposiciones de los códigos de fondo y de forma, por no haber dado cumplimiento con la realización del informe interdisciplinario que requiere el artículo 37 in fine del CCyCN, así como el informe de tres médicos psiquiatras o legistas que preven los artículos 626 y 631 del CPCCN. En ese sentido, alega que el informe no cumple con el requisito de interdisciplinariedad.
Tras afirmar, remitiéndose a la obra Código Civil y Comercial de la Nación Comentado. Tratado Exegético (Alterini, 2016), que “el examen interdisciplinario es requisito de validez del proceso y el magistrado no puede dejar de considerarlo en la sentencia pues ésta es la garantía que consagra el precepto” y que “[e]llo no excluye que el juez pueda apartarse de sus conclusiones, basándose en otros elementos de prueba para lo cual deberá fundar adecuadamente las razones por las cuales prescinde de las conclusiones de los peritos.”, resuelve admitir el agravio vertido y devolver las actuaciones a la instancia de grado “a los efectos de ordenar la producción de un nuevo informe interdisciplinario y en base a ello, se dicte un nuevo pronunciamiento de revisión, con arreglo a lo normado por los artículos 32, 37 y 38 del CCyCN .”	

En suma, la Sala M, al confirmar en la sentencia que el informe interdisciplinario puede ser realizado por los profesionales designados en autos, se revela una de los antagonismos que puede suscitarse entre la Defensora de Menores e Incapaces de la Cámara Civil y cada una de las Salas que conformar la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y, al mismo tiermpo, las funciones complementarias que pueden asumir las distintas clases de jueces. Nuevamente, aquí se revela un antagonismo entre la Defensora de Menores e Incapaces de la Cámara Civil, el Curador Público Tutor y la Sala M, al mismo tiempo, que se manifiesta el carácter complementario que pueden asumir las funciones entre las distintas clases de jueces.
En contraposición con la Sala J revela un antagonismo entre las distintas clases de jueces y una función complementaria entre la Sala “J” y la Defensora de Menores e Incapaces. 
Por otra parte, las reiteradas menciones a la obra de Jorge Horacio Alterini[footnoteRef:7] expresa la complementariedad que pueden presentar las distintas formas de competencia profesional. La Sala, en este sentido, efectúa un trabajo de canonización de su obra al reconocer, institucionalmente, sus competencias técnicas. Asimismo, la interpretación que hace Alterini sobre la interdisciplinariedad impuesta por el legislador en tanto “interacción y comunicación de las distintas profesiones tendiente a obtener resultados y objetivos idealmente comunes” (Alterini, ob.cit., pág. 313[footnoteRef:8]) es complementaria del enfoque de Muñiz, quien sostiene que a pesar de que el concepto de interdisciplina presenta fronteras difusas, responde a un modo de abordaje que conceptualmente puede distinguirse de otros y que claramente excluye una mera yuxtaposición de saberes, exigiendo un esfuerzo de integración[footnoteRef:9].  [7:  Jorge Horacio Alterini (fallecido en 2018) fue profesor emérito de las universidades de Buenos Aires, Nacional de La Plata y Católica Argentina y de ser autor de varios centenares de publicaciones, fue camarista civil durante 27 años. En este sentido, puede ser ubicado analíticamente como un híbrido entre los teóricos y los prácticos del campo jurídico.]  [8:  Las itálicas pertenecen al original.]  [9:  A diferencia de Alterini, la posición relativa de Carlos Muñiz en la división del trabajo jurídico lo ubica analíticamente en la categoría “teórico”: es profesor de “Derecho Civil - Parte General” en la Pontificia Universidad Católica Argentina. Para el autor el concepto de interdisciplina presenta fronteras difusas, pero responde a un modo de abordaje que conceptualmente puede distinguirse de otros al excluir la mera yuxtaposición de saberes y exigir un esfuerzo de integración. Para ello, retoma la clásica distinción epistemológica entre los conceptos "interdisciplina", "multidisciplina" y "transdisciplina". En cuanto a la “transdisciplina”, Muñiz sostiene que implica un proceso en el cual miembros de distintos campos trabajan en forma mancomunada durante un período de tiempo extendido para desarrollar un nuevo marco metodológico y conceptual con el fin de trascender los abordajes teóricos propios de cada disciplina. Según el autor, la “transdisciplina” surge como el resultado de un conocimiento que no puede ser alcanzado dentro de las fronteras propias de cada disciplina. La "multidisciplina" o "pluridisciplina", en cambio, hace referencia, para el autor, a una yuxtaposición de disciplinas, sin que ello requiera de ninguna actividad integrativa entre ellas: es una forma de utilización del saber de dos o más disciplinas en las que no se elabora ninguna actividad, aproximación o metodología para lograr una integración, tratándose de aportes de carácter sectorial y estrictamente disciplinar#. Por último, Muñiz caracteriza a la "interdisciplina" como un concepto que trasciende a la "multidisciplina" dado que, al menos, requiere de un primer esfuerzo de integración. Según el autor, el enfoque interdisciplinario surge del reconocimiento de la complejidad de los problemas del mundo real, “cuya solución no siempre (probablemente casi nunca) se agota con el análisis que pueda ser realizado dentro de las fronteras de una disciplina, aislada del resto del saber científico”. En suma, para el autor concepto de interdisciplina presenta fronteras difusas, responde a un modo de abordaje que conceptualmente puede distinguirse de otros y que claramente excluye una mera yuxtaposición de saberes, exigiendo un esfuerzo de integración que depende del número de disciplinas involucradas en el análisis, la "distancia" teórica entre ellas, la creatividad involucrada en la combinación de los elementos y del grado de integración alcanzado. Ahora bien, ¿de qué manera se establecen las fronteras entre las disciplinas? ¿Cómo es posible medir la “distancia teórica” y el “grado de integración” entre las mismas? La respuesta que ofrece Muñiz ante esta serie de interrogantes responde a un criterio lógico tomado de Bunge, quien propone una diferenciación entre multidisciplina e interdisciplina que consiste en entender la multidisciplina como el resultado de la unión entre los enfoques de dos disciplinas y a la interdisciplina como su intersección. 	
] 


Lo interdisciplinario en el texto jurídico
Lo "interdisciplinario" en la legislación argentina no es privativo del campo de la capacidad jurídica, sino que es objeto de disputa en diversos campos, tales como en el campo de las políticas públicas para la promoción de la donación de órganos (conf. art. 5º, inc. 3,  ley 26.845); en el campo de la sociología de la justicia del castigo al requerir la intervención de un equipo interdisciplinario del juzgado de ejecución para la autorización de decisiones que afecten la modalidad de cumplimiento de las penas privativas de la libertad (conf. ley 26.813, modificatoria de la ley 24.660); y en el campo de la violencia de género donde la ley 26.485 impone la intervención de equipos interdisciplinarios en diversas instancias para el abordaje de la problemática de la violencia contra la mujer, entre otros. Por otra parte, lo interdisciplinario tampoco se reduce al Código Civil y Comercial de la Nación ni a la Ley Nacional de Salud Mental 26.667. 
Como se dijo anteriormente, en la división del trabajo jurídico de dominación simbólica, también les profesores detentan, en diferente grado, el poder de explotar la polisemia de las fórmulas jurídicas y con ello, mediante diferentes estrategias y procedimientos, de extraer el máximo partido de la elasticidad de la ley, e incluso de alguna de sus contradicciones, lagunas e ambigüedades, por tratarse de agentes investidos de competencias, tanto sociales como técnicas, más o menos reconocidas socialmente, para interpretar y aplicar un cuerpo de textos que, al intentar consagrar la visión legítima del mundo social, se disputan, en este caso, el monopolio del derecho de delimitar lo interdisciplinario. En cambio, las prácticas discursivas de los jueces a quo puede obedecer a un sentido práctico, a una lógica práctica, dado por la espontaneidad generadora del habitus que recurre al ritual codificado en las situaciones de incertidumbre en las que precisamente el interés tiende hacia la formalización de las prácticas donde la regla, la codificación, ofrece una posibilidad objetiva objetivada para poner en formas (formalizar) lo que previamente existía en estado práctico: sólo excepcionalmente tienen lugar procesos de deconstrucción del habitus: es la parte de indeterminación y de incertidumbre que hace que no todo pueda remitirse a él. 	Comment by Juan Manuel Iglesias Frecha: Esto aplica a jueces de primera instancia pero no a los jueces de Cámara
Como se anticipó, las luchas simbólicas que se dan entre las distintas clases de profesionales del derecho suponen un juego desigual, cuyo resultado se revela en la sentencia. Esta, en tanto acto performativo “puro”, encierra una pretensión explícita, más o menos reconocida, de poseer el poder de decir el derecho y consagrar así una visión legítima del mundo social. La sentencia es, por tanto, un acto de nominación oficial capaz de instituir una identidad legítima y de contribuir a la creación de la realidad que ella misma nombra. Desde esta perspectiva, el dictamen interdisciplinario es susceptible de ser pensado como un dispositivo, una “tecnología”, que, como conocimiento científico, es aplicada a la constitución de sujetos al tener el poder de someter o no a las personas “en cuyo interés se lleva adelante el proceso” a determinadas restricciones en ejercicio de su capacidad jurísica y con ello a cierto tipo de fines o de dominación (Murillo, 2013: 45). Por otro lado, en la medida en que existe un conjunto de agentes e instituciones que garantizan la ejecución de la sentencia la sentencia es también un acto de institución, con la fuerza de la autoridad, fundada en la objetividad del mundo social, cuya eficacia simbólica es inseparable de la existencia de la institución judicial que define las condiciones que deben cumplirse para que pueda ejercerse el efecto de consagración del discurso jurídico y, en especial, del discurso judicial. Así, la disparidad de interpretaciones que se pueden suscitar alrededor de lo interdisciplinario se resuelve gracias a un cuerpo fuertemente integrado de instancias jerarquizadas que resuelve los conflictos con un criterio de autoridad, y de allí el carácter ambiguo y deontológico del discurso jurídico: “La interdicción debe ser fundamentalmente una garantía para el propio causante, quien podría quedar desprotegido si a pesar de que su enfermedad le impidiese gobernar su persona y sus bienes, no se le proporcionara la protección jurídica necesaria”; “la interdisciplinariedad apunta a que los informes de los facultativos y especialistas de las distintas áreas permitan al tribunal una valoración más completa de la situación del denunciado” (Sala “J”, V, M. N. s/determinación de la capacidad, del 21/03/2018). 
De este modo, la relación de fuerzas en el campo de la capacidad jurídica alrededor de lo interdisciplinario se define, en parte, a partir de la relación entre las diferentes formas de competencia profesional, es decir, a partir del capital simbólico acumulado históricamente por los diversos agentes que es producto del reconocimiento institucional que reciben del grupo de jueces que integran las distintas vocalías que conforman la Cámara Nacional de Apelaciones en lo civil de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
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